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9. Infancia, adolescencia y juventud
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Esta resolución ha sido aceptada (Queja 24/0474)

2.1.3.2.5.3. Acogimiento residencial

Las principales quejas relativas a la estancia de menores en centros residenciales aluden a la aparente falta de super-
visión y control de las personas menores de edad que propician continuas fugas (abandonos no autorizados) y 
también a la dificultad para acceder a recursos especializados para menores con problemas de comportamiento.

Es el caso planteado por una familia que venía colaborando con la Entidad pública de protección de menores para tener 
acogido fines de semana y vacaciones a un adolescente tutelado, con un 60% de minusvalía reconocida. En su escrito 
de queja se lamentaba de que el menor se escapase continuamente del centro de protección en el que residía.

Tras interesarnos por el caso de este niño ante la Delegación Territorial de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad 
en Sevilla recibimos un informe que señalaba que días antes de recibir nuestro requerimiento se había solicitado por 
parte del Servicio de Protección de Menores plaza para el menor en un centro especializado en el abordaje de proble-
mas de conducta ubicado fuera de la provincia de Sevilla, y ello en congruencia con la propuesta técnica emitida en 
tal sentido, que señalaba la necesidad de cambio de centro residencial a uno mejor adaptado a su perfil y que pueda 
atender sus especiales necesidades, así como que cuente con una mayor capacidad de contención considerando las 
continuas ausencias no autorizadas que protagoniza el menor (queja 24/9015).

En otro supuesto, la interesada nos decía que su sobrina protagonizaba reiteradas fugas del centro de protección en el 
que había sido internada y pedía que fuese trasladada a otro con mayor control y medidas de seguridad.

Solicitado informe a la Delegación Territorial de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad de Granada se indicó 
que la niña había transitado por diferentes centros, primero por uno de acogida inmediata, de ahí a uno calificado 
como residencial básico, del cual fue derivada ante su inadaptación y continuas ausencias no autorizadas a un centro 
especializado en el abordaje de problemas de comportamiento, del cual, ante su evolución positiva, fue derivada de 
nuevo a un centro residencial básico. 

Y a este respecto, ante el hecho de que la menor hubiese vuelto a protagonizar fugas del citado recurso, la Delegación 
Territorial señalaba que el centro de protección en que la menor se encuentra acogida es de carácter abierto, lo que 
implica que los menores residentes pueden entrar y salir del mismo dentro de las distintas actividades programadas, si 
bien no deben ausentarse del recinto sin comunicarlo y sin disponer de autorización para ello, considerando que desde 
esta Entidad Pública y por parte de la dirección del centro que ejerce la guarda de la menor se están observando las 
medidas legalmente procedentes para su atención y protección.

Aun sin dejar de reconocer la dificultad que entraña la supervisión y control de las personas menores de edad internas 
en centros de protección, recordamos a la Delegación Territorial los deberes inherentes al ejercicio de la tutela pública de 
esta menor y emitimos una Recomendación para que ante su inadaptación al último centro al que había sido derivada 
procedente del centro especializado en el abordaje de problemas de conducta, en el que de también venía protago-
nizando abandonos no autorizados, se examine de nuevo la situación de la menor y atendiendo a sus antecedentes se 
acordase su ingreso a un centro mejor adaptado a sus características personales y la evolución experimentada en su 
problema de comportamiento (queja 24/7245).

2.1.3.2.6. Responsabilidad penal de menores de edad infractores 

Los asuntos planteados por menores de edad que se encuentran sometidos a medidas judiciales decretadas en 
el ámbito de su responsabilidad penal ocupan una atención singular. Es evidente que esta circunstancia afecta de 
manera muy sensible a sus derechos y libertades fundamentales, del mismo modo que la situación de especial sujeción 
por los servicios de justicia juvenil genera el despliegue de la función garantista que atañe, entre otras, a esta Institución.

Como en ejercicios anteriores, las quejas recibidas provienen de los centros de internamiento de menores infractores 
(CIMI) y expresan cuestiones muy parecidas, derivadas de los múltiples aspectos que afectan a la vida ordinaria 
de estos jóvenes en sus respectivos centros.
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